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Resumen:  

El presente artículo de investigación tiene como objetivo general identificar los criterios de 

la Corte Constitucional en el reconocimiento de los derechos culturales en el ordenamiento 

jurídico colombiano. Se estudia el nuevo marco constitucional que fortaleció los derechos 

culturales y de esta manera se establecieron medidas para proteger y garantizar la dignidad 

humana de las diferentes comunidades que se encuentran en el territorio nacional. La 

pregunta problema planteada es: ¿Cuáles son los criterios dados por la Corte Constitucional 

en el reconocimiento de los derechos culturales en el Estado colombiano? Para esto, la Corte 

Constitucional juega un papel crucial en la interpretación y aplicación de los derechos 

culturales en Colombia y, por lo tanto, en muchas ocasiones legisla, llenando aquellos vacíos 

legales y estableciendo criterios para el reconocimiento y protección de derechos 

fundamentales que pueden involucrarse y enlazarse frente a la libertad de expresión cultural, 

la identidad cultural y el acceso a la cultura como un patrimonio cultural de todos los 

habitantes del territorio nacional. En conclusión, se puede decir que la Corte Constitucional 

ha desempeñado un papel crucial en la protección y promoción de los derechos culturales 

dentro del territorio nacional. A través de la diferente jurisprudencia, la corte desarrolla una 

amplia doctrina de cómo se reconocen, de qué manera y frente a qué medidas deben llevarse 

a cabo para la protección de estos derechos que, en cierta manera, son considerados 

fundamentales por considerarse dentro de un marco de criterios claros de protección.  

                                                             
1 Articulo inédito para optar como opción de grado para el titulo de Abogada de la Universidad Libre seccional 

Socorro. Dirigido por el docente Johan Sebastian Lozano Parra.  
2 Egresado no graduado de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Libre 

seccional Socorro. E-Mail: Juliethk-VargasR@unilibre.edu.co  
3 Egresado no graduado de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Libre 

seccional Socorro. E-Mail: MariaJ-HernandezM@Unilibre.edu.co  

mailto:Juliethk-VargasR@unilibre.edu.co
mailto:MariaJ-HernandezM@Unilibre.edu.co


 

Palabras clave: Autonomía, Corte Constitucional, Derechos culturales, Dignidad humana, 

Identidad Pluralidad.  

Abstract:  

This research article aims to identify the criteria used by the Constitutional Court in 

recognizing cultural rights within the Colombian legal system. It examines the new 

constitutional framework that strengthened cultural rights and established measures to protect 

and guarantee the human dignity of the diverse communities within the national territory. 

The central research question is: What criteria has the Constitutional Court established for 

recognizing cultural rights in the Colombian State? The Constitutional Court plays a crucial 

role in the interpretation and application of cultural rights in Colombia and, therefore, 

frequently legislates, filling legal gaps and establishing criteria for the recognition and 

protection of fundamental rights that may be related to freedom of cultural expression, 

cultural identity, and access to culture as a cultural heritage for all inhabitants of the national 

territory. In conclusion, it can be said that the Constitutional Court has played a crucial role 

in the protection and promotion of cultural rights within the national territory. Through 

different jurisprudence, the court develops a broad doctrine of how these rights are 

recognized, in what way and in the face of what measures should be carried out for their 

protection, which, in a certain way, are considered fundamental because they are considered 

within a framework of clear protection criteria. 
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Introducción 

Para el año 1991, Colombia experimentó una profunda transformación en su marco legal al 

promulgar una nueva constitución que marcó un cambio en su tipo de Estado, pasando de un 

Estado de Derecho a un Estado Social de Derecho. Este cambio trajo consigo nuevos 

paradigmas que implican significativas ampliaciones en el ámbito cultural. Así mismo, sentó 

las bases para un nuevo desarrollo cultural, centrándolo como un pilar fundamental que 

contribuiría al desarrollo integral de la nación, siempre con el debido respeto a la plena 

diversidad multicultural que caracteriza a nuestro país. 



Esto trajo consigo el reconocimiento de la diversidad cultural, plasmado en una constitución 

que consagró el reconocimiento y la protección de esta diversidad como un principio 

fundamental del Estado colombiano. Esto marcó un cambio radical en la concepción de la 

cultura, respetando la libre expresión y el libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, 

se buscaba aprovechar la riqueza cultural que posee el país, manifestada en las diversas 

expresiones culturales de las comunidades indígenas, afrocolombianas y otras minorías, que 

representan tradición y costumbre. Así mismo, se fortaleció el marco jurídico de los derechos 

culturales, estableciendo criterios claros para proteger a estos ciudadanos y garantizando 

nuevos derechos que generen condiciones que contemplen la dignidad humana. 

Ante tal escenario la Constitución plantea un enfoque y proteccionismo para salvaguardar las 

culturas indígenas frente a los procesos de discriminación que se han venido presenciando 

por la falta de políticas públicas por parte del Estado colombiano. La Constitución Política 

establece una serie de mecanismos que garantizan la protección y, así mismo, que estas 

comunidades puedan tener una representación en los espacios para la toma de decisiones, así 

como sus lenguas, tradiciones, territorios y cultura que son de antaño.  

Esto implica que con el pasar del tiempo, han crecido y reconocido la necesidad de un 

enfoque más integral para el reconocimiento de la cultura, la multiculturalidad y la diversidad 

cultural que se encuentra en nuestro territorio nacional. La cultura dentro del Estado 

colombiano es un tema complejo y de constante evolución, pero aquí se busca el debate sobre 

el papel del Estado colombiano frente a la normatividad como una causa y el efecto que 

produce en la realidad social. 

El reconocimiento de los derechos culturales en Colombia tiene la función de impartir 

conceptos en el ámbito jurídico que establezcan condiciones propicias para salvaguardar la 

cultura en el país. Sin embargo, para lograr esto, la Corte Constitucional, a través del ejercicio 

de sus funciones, ha declarado y, en muchas ocasiones, establece postulados frente a aquellos 

vacíos en donde la normatividad presenta lagunas jurídicas. Por lo tanto, es necesario 

identificar qué nos dice la Corte Constitucional, como máxima jurisdicción en el ámbito 

constitucional, ya que es ella la que realiza el control y emplea métodos para efectuar los 

derechos culturales. 



Los derechos culturales han cobrado un papel fundamental en la construcción de una 

sociedad más justa, equitativa e incluyente. Estos derechos, reconocidos como fundamentales 

por la Corte Constitucional, abarcan muchas perspectivas que se tienen en cuanto al acceso 

a los bienes y servicios culturales para la protección de la riqueza cultural y el derecho a la 

libre expresión cultural. Todo esto en el marco de la diversidad étnica y racial que estableció 

en su momento el constituyente de 1991.  

Cabe destacar que históricamente tanto las comunidades indígenas como las comunidades 

afrocolombianas han sido marginadas y donde las normatividades que se aplicaban no tenían 

como tema central la protección de las actividades culturales por parte de estos grupos, sino 

que más bien eran apartados por el Estado colombiano e incluso olvidados a su suerte. En el 

contexto actual de Colombia se explicará cómo la realidad social ve esta protección que se 

hace en cuanto a los derechos culturales y  si efectivamente los cambios adoptados en el 

marco del neoconstitucionalismo.  

A razón de lo anterior, resulta útil para el escenario académico identificar el papel de la Corte 

Constitucional, respecto a cómo y de qué forma han analizado este elemento propiamente 

integrado en la carta política de forma que se tiene como pregunta la siguiente: ¿Cuáles son 

los criterios dados por la Corte Constitucional en el reconocimiento de los Derechos 

culturales en el Estado colombiano? 

Siendo así, para el desarrollo de este artículo se plantean tres (3) puntos que se desarrollarán 

de manera formal y estructurada. Estos se encuentran planteados de la siguiente manera, 

primero, determinar los elementos conceptuales y teóricos de los derechos culturales. 

Segundo, analizar la posición de la Corte Constitucional en materia de derechos 

fundamentales y, por último, como tercero, identificar los criterios jurisprudenciales dados 

por la Corte Constitucional respecto del tema objeto de estudio.  

Metodología  

La presente investigación cuenta con un enfoque teórico – jurídico, en el que se analiza de 

forma específica como la corte constitucional ha venido creando una serie de criterios 

específicos para poder salvaguardar los derechos culturales de la población colombiana. De 

manera que el estudio busca resolver un interrogante que surge justamente de un escenario 



meramente teórico, en el que se identifica el papel del Estado en la protección por vía 

constitucional de un tipo de derechos fundamentales.  

Así las cosas, el articulo tiene como tipo de investigación, una de carácter descriptiva-

analítica. Frente a la primera se busca caracterizar la situación de estudio para la cual, en este 

caso es el tema del manejo jurisprudencial de los derechos culturales. Así mismo es analítica 

en la medida que parte de un análisis que va desde los derechos, pasando por su aplicación y 

finalmente estado actual de la cuestión.  

De forma que para su elaboración esta, se acudió a un criterio de Hernández et al (2017) en 

el que se busca estudiar de forma sistemática la doctrina y la jurisprudencia para poder 

contrarrestar si las sentencias de la Corte Constitucional, realmente están acordes a los 

postulados propios de la teoría entorno a los derechos culturales.  

Resultados  

1. Elementos conceptuales de los derechos culturales  

Los derechos culturales son la denominación que se le brinda a aquel compendio de Derechos 

Humanos que garantizan a las personas el acceso, la participación y el goce de la cultura 

dentro del territorio en el que se encuentran. Es así que los estados, a nivel internacional, han 

garantizado la existencia de estos derechos culturales, colocándolos en una supremacía 

jerárquica. Debido a esto, debe haber una implementación legislativa, y a su vez, 

constitucional, basada en el principio de legalidad. Sin embargo, esto trae consigo un 

reconocimiento internacional que, por ende, en el derecho internacional, como la 

conceptualización, las declaraciones y las resoluciones, forman parte de aquella instauración 

del conocimiento cultural para que los estados lo proyecten, lo brinden y lo salvaguarden en 

su sociedad (Harvey, 1995). 

Para distinguir los elementos conceptuales que componen los derechos culturales, se debe 

propiciar en aquella naturalización que crea el reconocimiento cultural, que principalmente 

se constituye por una identidad, una diversidad y un acceso, dando como resultado una 

participación de la sociedad en aquello que es historia. Donde el Estado debe garantizar 

políticas públicas conforme a los pactos internacionales, para que, de esta manera, 



modernamente se realice un control normativo sobre la acción cultural de los poderes 

públicos (Prott, 2001). 

Los derechos culturales, con el paso del tiempo, han tenido un desarrollo expansivo, 

acoplando todos los rincones del país y propiciando una consolidación normativa que brinda 

seguridad, garantías y condiciones de acceso para la cultura. Teniendo en cuenta que este 

desarrollo ha sido sociopolítico, al aplicar la ley, encontramos que los derechos culturales 

buscan que el individuo pueda ingresar a participar de una diversidad cultural sin exclusiones 

de identificación o de identidad. 

Los elementos conceptuales de los derechos culturales son cuatro (4) principales, teniendo 

en primer lugar la identidad, la cual cumple su finalidad de proteger a estas personas basado 

en su origen o génesis, ya sea por sus religiones, tipo de lengua, raza, sexo, color de piel o 

hasta grupo étnico, los cuales deben garantizar a través de las diferentes entidades estatales 

el derecho a expresar, desarrollar y transmitir sus creencias y costumbres (Lozano, 2023).  

Luego se encuentra la diversidad como aquel compendio que se puede encontrar en un 

territorio, teniendo una magnitud universal de las diferentes culturas. La diversidad busca 

crear el acceso, participación y libre elección de las personas frente a aquellas tradiciones 

que les llamen el interés y tengan cierto valor significativo para ellas. 

El acceso son las diferentes acciones que se pueden tomar para dar a conocer aquellas culturas 

que se encuentran diversas y universales en un territorio, es decir, que los derechos culturales 

se pueden dar a conocer a aquella comunidad que está despojada y no tiene conocimiento 

sobre aquellas costumbres que en cierto momento pudieron llegar a tener un impacto 

relevante en la sociedad. Que las conozcan a través del cine, el arte, la música, los libros y 

los diferentes medios de comunicación que pueden brindar información (Arjona, 2011). 

Con todo lo dicho, en cuarto lugar, como resultado de los tres elementos anteriormente 

mencionados, se tiene como resultado, que es la participación de las personas para la 

creación, la difusión y hasta el mismo desarrollo de una cultura. Esto se encuentra 

salvaguardado por la Constitución y la ley, enmarcado en un derecho que se denomina la 

libertad de expresión, el derecho a la educación y formación cultural, entendiendo que la 

persona es libre y autónoma, independiente de decidir cuál será su actuar en la sociedad. 



Grafica 1.  
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Nota: realización propia 

1.1. Punto de partica jurídico  

Desde la época colonial en el Virreinato de la Nueva Granada se luchaba por el 

reconocimiento para las personas en tratándose de temas culturales, pues la diversidad étnica 

de ese entonces era muy marcada, tanto por la gran cantidad de africanos esclavos que 

llegaron a Colombia como también por las tribus indígenas nativas de la zona y de todos los 

migrantes de distintos países, así como los propios españoles. Entonces toda está gran 

cantidad de personas que llegaban a Colombia fue haciendo que las regiones del Virreinato 

se dividieran por motivos raciales (Serrano, 2016). 

Ya en la independencia de Colombia se acabó la esclavitud en el marco normativo, sin 

embargo, en la práctica esto no se llevaría a cabo sino décadas después, porque en ese 

entonces la nación dependía económicamente del trabajo de los esclavos, ello conllevo a que 

el proceso por el reconocimiento de los derechos culturales en Colombia se demorara 

bastante. 

 No obstante, de lo tardía que fue que se reconocieran los derechos culturales, esto se dio a 

partir de la Constitución de 1991 que marcó un hito fundamental, al reconocer por primera 

vez que Colombia es multicultural y consagra los derechos culturales como derechos 

fundamentales. Así lo indica la Sentencia C-434 de 2010, que reitera la importancia de los 



derechos culturales en Colombia y que dichos derechos no son secundarios sino primordiales 

y merecen una protección especial como Colombia un Estado Social y de Derecho. 

1.2. Acerca de los derechos culturales 

Los derechos culturales, en muchos casos, suelen compararse con los derechos sociales, 

económicos y ambientales, pero cabe resaltar que los derechos culturales engloban todos los 

derechos de manera amplia. Sobre esto, encontramos los Derechos Humanos, que son 

derechos que, por el simple hecho de ser personas, tenemos reconocimiento y somos sujetos 

de derechos, gozando de protección por parte del estado en el cual nos encontremos.  

Cabe resaltar que los derechos culturales son todos aquellos derechos que conocemos y que 

tienen un valor significativo en un ordenamiento jurídico, como lo es la identidad cultural, la 

libertad de expresión, la libertad de la vida cultural en la comunidad, y así mismo se plantea 

una protección del patrimonio cultural. Esto se relaciona con la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, que abarca todo esto por su magnitud en la sociedad (Muñoz, 2018). 

Los derechos culturales tienen una vital relevancia en el desarrollo social y por lo tanto, 

generan un impacto, contribuyendo a un desarrollo individual y colectivo en la humanidad. 

Ya que se plantea que la cultura es el génesis para un desarrollo de identidad, creatividad y 

autonomía de las personas, pues esto comprende el desarrollo de la construcción en la 

sociedad. 

El impacto jurídico de los Derechos Culturales se atañe a los Derechos Humanos, como aquel 

reconocimiento que el Estado debe garantizar a aquellas personas que, en cierto momento, 

tienen una costumbre, una tradición y unas creencias, lo cual, la vulneración de estos 

derechos trae consigo sanciones para los Estados vulneradores de derechos, llegando al punto 

de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos realice medidas cautelares para 

realizar el llamado de atención a este país que no toma medidas para salvaguardar derechos 

de personas que cuentan con una condición especial. Es de resaltar que toda persona es sujeto 

de derechos y, por lo tanto, el Estado, a través de sus entidades estatales, debe garantizar en 

su territorio una igualdad y equidad sin vulneración ni discrepancias de la condición de la 

persona (Barreiro & Grecksch, 2020). 



La cultura es el poderoso motor de un desarrollo en la sociedad porque consigo se crean 

prácticas culturales que son de antaño y que pueden contribuir a la conservación, como lo es 

en el medio ambiente y en un desarrollo económico local, a base de prácticas milenarias, y 

todo esto sirve para la preservación de aquello que una vez fue importante y trajo consigo 

relevancia en la sociedad. 

1.1.1. Los derechos culturales como base para la identidad y el desarrollo nacional. 

La identidad se construye sobre unas bases sólidas, sobre las cuales tiende a fortalecerse la 

representación de una sociedad con el paso del tiempo, trayendo consigo una conmemoración 

de aquello que es histórico para un territorio. Por lo tanto, los derechos culturales 

implementan un desarrollo nacional y con el paso del tiempo su normatividad es cada vez 

más rigurosa al propender a salvaguardar aquellas culturas que expresan y celebran una 

identidad única e inigualable con otras de diferentes territorios. Siendo así, es la comunidad 

nacional la que debe luchar para que se enriquezca la identidad nacional por la diversidad 

cultural que se encuentra en el territorio. De esta manera, se aporta un reconocimiento estatal 

a aquel territorio que es poseedor de aquellos grupos significativos que representan una 

cultura (Lozano, 2023).  

El desarrollo se plantea desde el punto de vista de que se trata de que aquellas tradiciones, 

valores y expresiones artísticas de una cultura se guarden durante un largo período de tiempo, 

para de esta manera salvaguardar una conservación patrimonial, algo trascendental para el 

desarrollo de la humanidad en dicha aplicación territorial. Los derechos culturales son 

relevantes si se quiere realizar una construcción de una identidad nacional fuerte, precisa, 

concisa y con un desarrollo nacional sostenible, para así proteger la multiculturalidad de 

tradiciones y, por consiguiente, brindar derechos para crear una sociedad más justa, inclusiva 

y próspera en el desarrollo humano.  

1.3. Elementos teóricos de los derechos culturales en el estado social de derecho en 

Colombia. 

Con respecto a las teorías culturales que hay, Colombia a través de la Ley 397 de 1997, con 

relación a los artículos del 70 al 72 de la constitución, el Congreso de la República señala 

que Colombia es un Estado social de derecho, y de la protección que el Estado colombiano 



debe brindar hacia todas las distintas culturas que alberga el país y la promoción y estímulo 

que se debe hacer en mejora del patrimonio cultural y las distintas manifestaciones.  

1.3.1. Enfoque interculturalista como efecto en la realidad social. 

El enfoque que tienen las personas del común con respeto a cómo se manifiestan todas las 

diversas culturas que tiene Colombia está marcado por cómo las personas se tratan entre sí, 

la diversidad pluricultural con la que cuenta Colombia es muy amplia. Cabe destacar que 

Colombia en el artículo 2 y artículo 7 y 8 de la Carta Política de 1991 en el que se define a 

Colombia como una nación pluralista, que protege todas las culturas y la variedad racial, con 

lo cual todas las personas merecen respeto y que no haya ninguna forma de discriminación 

contra las personas. 

1.3.2. Enfoque de derechos humanos y su impacto en la aplicación poblacional. 

El enfoque que tiene Colombia de los derechos culturales y la aplicación de todas las distintas 

normatividades que amparan la diversidad cultural, ha hecho que las personas se sientan con 

mayor seguridad a la hora de hacer sus manifestaciones culturales, cosa que en el pasado esto 

era discriminado y por tanto las personas sentían que debían expresarse con miedo por tener 

unas culturas diferentes a la mayoría de las personas en el país. Entonces hay una mejora y 

un impacto positivo de esta aplicación de los derechos culturales, Aun así, todavía hay 

instituciones que vulneran el derecho cultural porque piensan de una forma errada con 

respecto a la diversidad cultural que tiene Colombia. 

2. Posición jurisprudencial de la Corte Constitucional  

La Corte Constitucional juega un papel muy importante en la constitucionalidad de todo el 

marco normativo que se encuentra en el territorio nacional y, por ende, es el guardián de 

cuidar, salvaguardar y realizar los controles debidos a la Constitución. Siendo así, la Corte 

Constitucional tiene unas funciones clave que están sujetas a la legalidad y positivización de 

la norma, actuando en marco legal. 

El artículo 241 constitucional menciona las competencias que tiene la Corte Constitucional 

y de qué manera puede actuar frente a aquellas inconstitucionalidades que puedan presentarse 

en ciertos momentos, ya que de alguna manera pueden violar algún tratado internacional o ir 



en contra de la Constitución. Por ende, la Corte Constitucional, a través de su proceso 

jurídico, inicia las acciones pertinentes para contrarrestar tales aseveraciones contra la 

constitucionalidad de las normas (Const. 1991, Art 241). 

La Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, crea derecho realizando 

conceptualizaciones de una amplia manera que incluyen derechos que acreditamos por el 

simple hecho de ser personas. Siendo así, que la Corte Constitucional está sujeta a la 

Constitución, ya que el bloque de constitucionalidad para esta manera de decidir frente a 

aquellas cuestiones que están en cuestión y así resolver en pro persona.  

2.1. La Corte Constitucional y la relación entre los derechos humanos y la Constitución 

Política 

En el ordenamiento jurídico colombiano encontramos la Constitución Política de 1991 en su 

máximo esplendor, radicalizada plenamente hacia las libertades y muy garantista frente a los 

derechos, acreditando a todos sus ciudadanos que gozarán de protección por parte del Estado. 

Siendo así, que esta Constitución crea facultades para instituciones judiciales que radican 

funciones en realizar controles normativos sobre la constitucionalidad de leyes, normas o 

decretos que se pueden encontrar en vigencia en Colombia (Const. 1991). 

La Corte Constitucional, como una institución garante, brinda protección, control y seguridad 

jurídica a aquellos elementos normativos que de cualquier manera pueden ser violatorios de 

la dignidad y los Derechos Humanos, siendo así que siempre el mecanismo para realizar la 

corrección de tal problema puede llegar a presentarse en el ordenamiento colombiano. 

La relación que existe entre la Constitución, la Corte Constitucional y los Derechos Humanos 

puede definirse en que la Constitución, a través de su positivización, garantiza que existirá 

una institución que creará seguridad y control, acreditándole facultades y competencias 

dentro del ordenamiento jurídico y, de esta manera, salvaguardar los Derechos Humanos, 

siendo así que las personas tenemos la disponibilidad de acciones constitucionales u otros 

mecanismos que pueden ser utilizados en caso de que nuestros derechos fundamentales estén 

siendo vulnerados por cualquier otra persona, agente o entidad estatal, siendo así y 

procurando que la efectividad jurídica realizada por la Corte Constitucional es garantizar a 

los ciudadanos una correcta aplicación y la no vulneración de derechos humanos en el país.  



2.1.1. Definición de derechos humanos según la Corte Constitucional. 

Para la Corte Constitucional, se definen los derechos humanos como aquella unidad de 

elementos normativos integrales y universales que son admisibles en nuestro ordenamiento 

jurídico, y los cuales buscan salvaguardar en todo momento para no distinguir de 

discriminación aquellos derechos que pueden estar sujetos a ser vulnerados y de esta manera 

afectar la dignidad humana. Siendo así, los derechos humanos son aquellos que acreditan las 

personas de manera universal, sin hacer discriminación por su origen, raza, etnia, cultura, 

nacionalidad, o condición, sino que simplemente están como el complemento integral para 

que en el ordenamiento territorial de un país sean aplicables a su marco constitucional como 

proteccionismo de una dignidad humana de excelentes condiciones (Corte Constitucional, C-

251, 1997). 

La integralidad de los derechos humanos en el ordenamiento significa que todos los derechos 

humanos son iguales y no tienen importancia ni grado de jerarquía. Por lo tanto, no se puede 

justificar cualquier vulneración de derechos frente a otro derecho para el simple hecho de 

salvaguardarlo. 

2.1.1. La Corte Constitucional como fuente de derecho en materia de derechos humanos. 

Es de apreciar que la Corte Constitucional, en el ejercicio de sus funciones, establece un 

presente jurídico sólido frente a los derechos humanos. En este contexto, la corte ha asumido 

un papel protagónico en la construcción de un ordenamiento jurídico con las bases de los 

derechos fundamentales, basándose en el compendio normativo que establece la Constitución 

Política.  

Asimismo, el artículo cuarto, que habla de la supremacía de la constitución, el artículo 93 de 

los tratados y convenios internacionales debidamente ratificados por Colombia, los cuales se 

incorporan en el ordenamiento jurídico colombiano, y el artículo 242 que establece que la 

Corte Constitucional, y más específicamente la jurisdicción constitucional, está facultada 

para conocer los asuntos realizados por cualquier persona por iniciativa propia o en defensa 

de sus derechos. Siendo así, que la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, en 

ocasiones ha legislado, estableciendo derechos y creando seguridad jurídica frente a aquellas 



actuaciones en las cuales se ponen en peligro los derechos de los seres humanos (Const, 

1991). 

La Corte Constitucional colombiana, actuando dentro del marco jurídico sólido de la 

Constitución Política de 1991, realiza acciones que están contempladas en la Constitución. 

Estos son mecanismos que, como personas, podemos utilizar para reclamar ante los jueces 

en todo momento y en cualquier lugar mediante un procedimiento la protección inmediata de 

aquellos derechos constitucionales fundamentales cuando están siendo vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de autoridad pública o de cualquier particular. 

En tal sentido el alto tribunal ha sido una de las instituciones más relevantes en la defensa de 

los Derechos Humanos en el país a través de sus pronunciamientos judiciales y de sus 

decisiones mediante el ejercicio de sus funciones y competencias que le son atribuibles por 

su carácter. Así, la Corte Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad de leyes, actos 

administrativos o disposiciones que vulneran los derechos humanos y aquellos derechos que 

se encuentran consagrados en nuestra carta política, garantizando de esta manera una 

protección efectiva en su labor jurisdiccional, respetando los derechos y haciéndolos respetar 

(Caballero et al, 2021).  

Grafica 2.  

Papel de la Corte Constitucional en la salvaguardia de los derechos fundamentales  

 

Nota: realización propia 

3. Postura de la Corte Constitucional entorno al papel del Estado en los derechos 

culturales.  



La Corte Constitucional de Colombia, como se conoce, es el guardián de la Constitución y 

además es quien debe decidir y ejercer control sobre la normatividad y el compendio legal 

que se rige en el país. Siendo así, con el pasar del tiempo, la Corte Constitucional ha 

desarrollado una conceptualización a través de su distinta jurisprudencia en el entorno de los 

Derechos Culturales, realizando una distinción sobre los elementos que de cierta manera 

integran y componen los derechos culturales del ordenamiento territorial. 

La jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional ha precisado en muchas ocasiones que 

los derechos culturales son un compuesto de múltiples derechos que se encuentran 

entrelazados por principios constitucionales, y más que esto, relacionados con el preámbulo 

constitucional. Siendo así, los derechos culturales no se enmarcan dentro de los derechos 

fundamentales, pero sí son derechos que tienen un rango jerárquico de relevancia y, por ende, 

su importancia en el ordenamiento jurídico tiene un carácter obligatorio (Corte Const, 

Sentencia T-365, 2020). 

Los criterios utilizados frecuentemente se reconocen por una identidad cultural que garantiza 

que los individuos tengan el derecho de expresar, practicar y dar a conocer su cultura, el 

idioma, las tradiciones y costumbres que han desarrollado con el pasar del tiempo y el 

desarrollo cultural de Colombia. Por lo tanto, este se encuentra compuesto por la autonomía 

cultural y la identidad cultural, el cual trata de un reconocimiento de la diversidad que se 

puede presentar en el país por las diferentes y distintas creencias, costumbres, ideologías que 

pueden acreditar las personas que se encuentran en el territorio nacional (Corte Const, 

Sentencia C-434, 2010). 

Por otro lado, otro de los criterios utilizados por la Corte Constitucional es la protección del 

patrimonio cultural, la cual mencionan reiteradas ocasiones que la obligación de proteger y 

preservar el patrimonio cultural de la nación, incluyendo monumentos históricos, sitios 

relevantes, tradiciones y otras expresiones culturales que caracterizan a Colombia, debe 

garantizarse su salvaguarda para de esta manera tener el acceso al conocimiento del 

desarrollo territorial. 

Como consecuencia, el Estado colombiano, a través de sus autoridades, entes e instituciones 

estatales, debe garantizar que todo ese compendio de derechos culturales se respeten y se 



hagan respetar, y de esta manera procurar preservarlos, siendo así que surge la necesidad de 

realizar políticas públicas enmarcadas en los derechos culturales, estableciendo mecanismos 

públicos para proteger, promover que todos los ciudadanos se incluyan en los programas 

culturales, a las expresiones artísticas y el gran fomento e influencia de una diversidad 

cultural como la que cuenta el Estado Social de Derecho de Colombia. Por ende, no debe 

sesgarse en interpretaciones erróneas de que los derechos culturales simplemente giran en 

torno a las comunidades étnicas, si bien ellos hacen parte de todo ese compendio que 

materializa la cultura colombiana (Vesga, 2019).  

Grafica 3.  

Deber estatal de proteger la cultura  

 

Nota: realización propia 

3.1. El deber estatal de promover la cultura. 

Colombia, como Estado social de derecho, debe garantizar a través de sus entidades públicas, 

siendo así que es el Estado quien debe promover los mecanismos, métodos y procedimientos 

para que se garantice, salvaguarde, proteja y promocione los derechos culturales en 

Colombia. La Constitución Política, en su artículo 70, establece que el Estado reconoce y 

protege la diversidad étnica y cultural de la nación, siendo así que es un deber estatal 

promover la cultura. Por lo tanto, el Estado deberá aplicar diversas acciones que pueden ir 

desde la creación de políticas públicas hasta la asignación de recursos para el fomento de 



actividades que generen conciencia en las personas, para proyectar una protección y 

preservación del patrimonio cultural.  

Siendo así, se debe contar con el fortalecimiento de las instituciones culturales para que todos 

los ciudadanos que se encuentren en el territorio nacional tengan el conocimiento y una 

participación efectiva sobre el derecho de acción frente a los derechos culturales (Ministerio 

de cultura, 2019). 

La Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, ha conceptualizado que el Estado tiene un 

deber estatal de promover la cultura, siendo así que se plantean medidas efectivas para 

garantizar un ejercicio pleno de los derechos culturales de todos los ciudadanos, para que de 

una u otra forma la cultura colombiana no pierda su influencia y desnaturalización en el 

entorno social. 

La importancia de que el Estado colombiano proteja y salvaguarde los derechos culturales se 

encuentra apoyada en la Ley 397 de 1997, siendo una ley que gira en torno al patrimonio 

cultural, los fomentos y estímulos a la cultura. Por ende, surge el Ministerio de Cultura como 

una necesidad social. De esta manera, encontramos una conceptualización de lo que es la 

cultura, mencionándonos que es la diversidad de la manifestación sobre la actividad propia 

de una sociedad colombiana en su conjunto o en un grupo de personas, que puede llegar a 

ser individual o colectivamente tomado por todos los colombianos.  

Estas manifestaciones constituyen una identidad y cultura colombiana. Aun así, esta ley es 

tan reiterativa en proteger los derechos culturales que nos menciona la obligación del Estado 

y de las personas en el territorio nacional de valorar, proteger y difundir el patrimonio cultural 

de la nación. 

3.1.1. Un pilar fundamental para la construcción. 

El criterio estatal de salvaguardar la cultura puede considerarse un pilar fundamental para la 

construcción de una sociedad democrática y participativa, donde se busca el reconocimiento 

de una identidad nacional, una conciencia social, un desarrollo humano integral y la 

preservación de aquellos derechos que en un momento fueron relevantes para un desarrollo 

histórico. 



El Ministerio de Cultura y las entidades territoriales deben fomentar, de una u otra manera, 

que se proteja esa multiculturalidad que se desarrolló en el territorio. Siendo así, el Estado, a 

través de sus entidades, promocionará la actividad artística y cultural, la investigación, el 

fortalecimiento de las expresiones y llevará a cabo programas, concursos, festivales, talleres 

de formación artística, incentivos, formación e investigación sobre las expresiones culturales 

que posee la nación. Para esto, se crea una infraestructura cultural para el mejor desarrollo y 

protección de los medios culturales que se preservan todavía, aún en día (Ministerio de 

cultura, 2019). 

Debe tenerse en cuenta que los derechos culturales son el compendio de derechos que 

acreditan las personas con el fin de tener acceso y participación frente a la multiculturalidad 

y diversidad cultural que posee Colombia. Esto puede verse protegido a través de las 

diferentes acciones constitucionales o mecanismos legales para la efectividad de tales 

derechos (Prats, 1998). 

3.2. Acceso y participación en la vida cultural. 

El derecho para que sea posible acceder y participar en la vida cultural puede considerarse 

un derecho fundamental y esto puede darse de una manera democrática, siendo así que su 

efectividad se ve inmersa en una normatividad sistemática dentro de un marco internacional 

como un compendio normativo interno. Esto puede desarrollarse en que la persona pueda 

comprender, actuar libremente y escoger su propia identidad, y de esta manera identificarse 

con las comunidades culturales que se encuentran en Colombia, participar de una vida 

política en la sociedad donde se pueda realizar la práctica y culturas y expresar la lengua con 

la cual quiera realizar efectivos sus derechos a conocer y comprender una cultura y, de esta 

manera, tener una calidad de respeto frente a su identidad cultural (Arroyo, 2015). 

El acceso y la participación deben verse como un acceso a la vida cultural y, como 

consecuencia, esto daría una contribución a esa vida cultural donde, como personas, podamos 

ser partícipes del desarrollo cultural y así mismo de su protección, algo donde el derecho nos 

garantiza ese mecanismo y además debe por una disponibilidad, una accesibilidad y una 

aceptabilidad para consigo dar una adaptabilidad en el entorno nacional y que las personas 

tengan el derecho de imponer su identidad e influencia cultural en la sociedad. 



1.2.1. Un compromiso con el acceso y la participación. 

El compromiso con el acceso y la participación a los derechos culturales comprenden 

particularmente que es un derecho que toda persona tiene a realizar su asociación con otra 

comunidad para conocer y comprender su propia cultura, esto a través del acceso a la 

información o en la educación, y así tener una capacitación idónea de calidad para el respeto 

de una identidad cultural donde toda persona puede realizar su libertad de expresión, opinión 

o libre desarrollo de la personalidad sin tener ninguna discriminación o vulneración de 

entidades o instituciones estatales que vulneren ciertos derechos. Por el contrario, es el estado 

quien garantiza esto y tiene la obligación básica de eliminar esas barreras y obstáculos que 

limitan el acceso a la persona a su propia cultura o a otras culturas, y que rechaza de base sin 

su discriminación y las fronteras que se pueden llegar a presentar (Arroyo, 2015). 

El estado colombiano desarrolla programas y políticas destinadas a lograr el acceso 

garantizado donde se busca la eliminación de la discriminación por motivos de posición 

económica u otras condiciones sociales, siendo así que las personas tengan libre acceso a los 

museos, bibliotecas, cines, teatros y actividades que pueden presentar eventos culturales y 

dar conocimiento a una sociedad. Además, el acceso y la participación se garantizan entre un 

marco normativo y constitucional apropiado para apoyar aquellas instituciones culturales que 

adoptan políticas para la protección y promoción de la diversidad cultural y, de esta manera, 

dar una contribución al desarrollo cultural y preservación del mismo.  

Siendo así que aparece el criterio de idoneidad y se refiere a la realización de un determinado 

derecho humano de manera pertinente, se aplica el contexto y la modalidad cultural, siendo 

así que el ser humano, sin discriminación alguna, puede ser libre, autónomo, independiente 

y participar en la identidad cultural que le parezca. Y el estado debe garantizarlo por el simple 

hecho de acreditar un marco normativo que salvaguarda el derecho cultural (Arroyo, 2015). 

3.3. Rol del Estado en la promoción de los derechos culturales. 

El Estado es responsable de garantizar debidamente la promoción de los derechos culturales 

a través de sus agentes estatales. Siendo así, que el Estado juega un papel protagónico en la 

promoción de estos derechos, se trata de que tenga un papel activo como el director de la 

promoción y difusión de aquellos derechos culturales, para garantizar a los ciudadanos la 



oportunidad de disfrutar y participar de una riqueza que se puede encontrar en un territorio 

nacional. Siendo así, que es el garante del acceso, la participación y armonización de la 

cultura. Pues es el director quien debe dirigir, a través de sus instituciones como rama 

ejecutiva, la accesibilidad a la cultura, al conocimiento y a la información, que en cierto 

momento puede encontrarse con barreras o dificultades que imposibiliten el acceso y la 

participación al derecho cultural. Todo esto recae, como apoyo jurídico, en la Constitución 

Política al establecer sus directrices y el desempeño de gobierno que se lleva a cabo en el 

territorio nacional (Ministerio de cultura, 2019). 

El Estado, y más específicamente aquellos representantes que son elegidos por elección 

popular y son los encargados de administrar, gestionar y llevar a cabo las funciones de una 

administración pública conforme a los derechos culturales. Siendo así, que a nivel nacional 

encontramos el Plan Nacional de Desarrollo, el cual debe marcarse en el respeto, la 

salvaguarda y la promoción de un derecho cultural, cimentando al presidente a 

responsabilizar su mandato conforme a lo que se establece en el Plan Nacional de Desarrollo 

y que esto gire en torno en aras de preservar la cultura, de fortalecerla y garantizar el acceso 

a toda la población. 

3.3.1. Patrimonio cultural. 

El patrimonio cultural puede conceptualizarse como la manera en la que las personas tienen 

la posibilidad de manifestar sus ideas e ideologías a través de una identidad cultural, siendo 

ésta una legitimación o representación simbólica (Prats, 1998). 

El patrimonio cultural también se cuenta como la representación de aquello por lo cual ha 

venido evolucionando un territorio nacional y esto se trata de una construcción social 

conforme a las necesidades sociales que persisten en un país. Siendo así, el patrimonio 

cultural se encuentra dividido de dos maneras:  

i) El patrimonio cultural material, que incluye todo lo que ha sido objeto y es 

físicamente apreciable por el ser humano, que hacen historia o son muy antiguos 

y por lo tanto, deben garantizarse en su preservación como una fundamentación 

para transmitir el legado de generaciones futuras para su conocimiento; 



ii) El patrimonio cultural inmaterial, que son las expresiones culturales, tradiciones, 

conocimientos y prácticas que se transmiten de generación en generación dentro 

de las comunidades, que representan una identidad cultural. Esto debe tomarse 

como la promoción y preservación del patrimonio cultural para una 

fundamentación de salvaguardar la diversidad cultural y promover el respeto para 

todas las comunidades, siendo así que el gobierno, las instituciones y la sociedad 

son los responsables de proteger y valorar este patrimonio mediante las 

adaptaciones de políticas públicas para la preservación y no radicación cultural 

de la nación (Ministerio de cultura, 2019). 

Se puede apreciar que, con el surgimiento de la Corte Constitucional, la forma de proteger y 

salvaguardar los derechos puede ser directamente tutelando aquellas acciones, pero es 

importante resaltar que la Corte Constitucional de Colombia establece unos criterios 

jurisprudenciales frente a los derechos culturales, como lo es el derecho a la identidad 

cultural, la autonomía, la autodeterminación y la subsistencia étnica, la cual constituye que 

perviva la cultura. Siendo así, que la materialización de estos derechos en muchos casos gira 

en torno a la protección de los pueblos indígenas, al tener una protección y reconocimiento 

internacional, lo cual le da una normativa y trámite de naturaleza jurídica. 

La Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, ya sea por sentencia de tipo 

constitucional o equipo de tutela, alude que el derecho cultural debe estar muy conectado a 

una identidad cultural, al reconocimiento de una preservación cultural que tiene que traer 

consigo unas tradiciones y costumbres de antaño. Por ende, eso es ser plenamente colectivo 

para considerarse fundamental la preservación constitucional de los derechos culturales. 

Discusión  

4. Criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha consolidado un marco interpretativo que 

reconoce los derechos culturales como componentes esenciales del Estado Social de 

Derecho, aun cuando no todos se encuentran explícitamente catalogados como 

fundamentales. El criterio más reiterado por el tribunal es el de identidad cultural, entendido 

como un elemento indispensable para garantizar la dignidad humana. Este criterio obliga a 



que toda medida estatal respete los modos de vida, las prácticas, las lenguas y las formas de 

autocomprensión de grupos étnicos y comunidades culturales diversas.  

La Corte ha señalado que la cultura no es un accesorio ni un valor decorativo del orden 

constitucional, sino un derecho transversal que condiciona el ejercicio de otros derechos 

como la autonomía, la libertad de expresión y el libre desarrollo de la personalidad. Con ello, 

la jurisprudencia fortalece la idea de que la protección cultural constituye un deber 

constitucional reforzado que trasciende la visión meramente programática de los derechos 

culturales. 

Otro criterio de peso es el de autonomía cultural, presente de manera constante en decisiones 

sobre comunidades indígenas, afrodescendientes y otros pueblos con identidad colectiva. La 

Corte entiende que la autonomía es la base para que una comunidad pueda persistir en el 

tiempo y reproducir sus valores culturales, espirituales y territoriales.  

Por esta razón, el tribunal ha afirmado que las intervenciones del Estado —sean 

administrativas, legislativas o judiciales— deben respetar la autodeterminación de los 

pueblos, especialmente cuando se afectan territorios ancestrales, prácticas tradicionales o 

sistemas de justicia propios. Esta perspectiva se vincula con una visión del pluralismo que 

no se limita al reconocimiento simbólico, sino que exige garantías materiales y procesales 

para que la diversidad cultural se traduzca en condiciones reales de pervivencia colectiva. 

Un tercer criterio fundamental es la protección del patrimonio cultural, que incluye tanto el 

patrimonio material como el inmaterial. La Corte ha insistido en que este patrimonio 

constituye un bien jurídico de carácter colectivo cuya preservación es responsabilidad 

conjunta del Estado y de la sociedad. El tribunal no solo ha analizado la obligación estatal de 

proteger monumentos, territorios sagrados y bienes culturales, sino también la permanencia 

de prácticas, tradiciones, expresiones artísticas y saberes ancestrales.  

Esta visión integral rechaza la noción limitada de patrimonio como simple objeto físico y 

adopta una concepción dinámica, donde la memoria, la tradición y los significados 

comunitarios son tan relevantes como los bienes materiales. Así, en sus fallos, la Corte ha 

exigido políticas públicas que garanticen no solo la conservación, sino también la transmisión 

intergeneracional de la cultura. 



Finalmente, la Corte ha desarrollado el criterio de acceso y participación en la vida cultural, 

entendiendo este derecho como condición para la igualdad real y la ciudadanía plena. En 

distintas sentencias, ha indicado que el acceso a la cultura no puede depender de factores 

económicos, geográficos o sociales, y que el Estado debe eliminar barreras estructurales que 

impiden el disfrute de bienes y servicios culturales.  

A su vez, la Corte ha subrayado que la cultura se construye de manera colectiva y requiere 

escenarios de diálogo intercultural donde todas las comunidades puedan participar de manera 

efectiva, sin discriminación y con garantías de reconocimiento. Este criterio transforma la 

cultura en un derecho activo —no solo en capacidad de goce— y compromete al Estado con 

políticas de inclusión cultural que promuevan la diversidad y eviten la homogenización que 

históricamente ha afectado a grupos minoritarios. 

Conclusiones  

A manera de apartado conclusivo, es dable indicar que los criterios utilizados por la Corte 

Constitucional frente al reconocimiento de los derechos culturales en el Estado colombiano 

han servido de manera amplia en la protección de la identidad, el reconocimiento y el 

patrimonio cultural con el que cuenta el Estado colombiano. Llegando así a través de aquellos 

elementos conceptuales y teóricos de los derechos culturales, la Corte Constitucional, a través 

de su diversa jurisprudencia, ha ratificado de manera excepcional que los derechos culturales 

hacen parte de una identidad y una expresión cultural que, en cierta medida, pueden llegar a 

considerarse como derechos humanos. 

La evolución de los derechos culturales en el territorio ha sido un proceso gradual y marcado 

por persistentes avances en el ordenamiento jurídico territorial. Siendo así, en la búsqueda de 

una lucha por la igualdad cultural, la evidencia de unas necesidades políticas públicas 

eficientes que tengan un carácter voluntario para la protección de los derechos culturales para 

que los agentes e institutos estatales los promuevan y los protejan conforme a la diversidad 

cultural que se presenta. Siendo así que nos encontramos en un estado social de derecho y un 

cambio de la Constitución Política del año 1991, es que a partir de ese año se reconoce el 

Estado colombiano como pluralista sin dar ninguna discriminación por su orientación 



ideológica, sexo, religión ni nada de esos temas que simplemente son generadores de 

prejuicios. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre los derechos culturales ha reflejado un 

avance importantísimo en la protección de estos derechos. Sin embargo, al día de hoy, en el 

contexto de esta realidad, se ve un desafío en la actualidad por involucrar más al Estado 

colombiano frente a la protección y promoción de estos derechos culturales que, de cierta 

manera, son patrimonio cultural por ser tan trascendentales en un valor cultural de la 

sociedad. Siendo así que esto se enfrenta de grandes desafíos y especialmente en un contexto 

donde persiste una discriminación y una exclusión basada en la cultura por arraigos sociales. 

En ese sentido, el Estado colombiano juega un papel fundamental al asumir la promoción y 

protección de los derechos culturales, llevando a cabo un acceso equitativo a la cultura y 

apoyando iniciativas que preserven y promuevan el patrimonio cultural de la nación. Por lo 

tanto, esto debe reflejarse a través de las políticas públicas que el Estado genere conforme a 

la necesidad social que se ve en el territorio nacional.  

El patrimonio cultural comprende tanto lo material como lo inmaterial, siendo parte de la 

preservación de la identidad y la diversidad cultural de un país. Por lo tanto, es 

responsabilidad del Estado y la sociedad en conjunto valorar este patrimonio, asegurando su 

transmisión y preservación para las futuras generaciones. 

En conclusión, los criterios utilizados por la Corte Constitucional, a través de su 

jurisprudencia, han establecido que estos son fundamentales para garantizar la protección y 

el reconocimiento de los derechos culturales. Estos criterios son reflejados por la diversa 

jurisprudencia a través de las sentencias constitucionales o de tutela emitidas por esta 

honorable corte, como el principio de la igualdad, el principio de la autonomía y la diversidad 

cultural. Asegurándose, así como criterios que conforman los derechos culturales y juegan 

un papel fundamental en los derechos humanos. Todo derecho es un derecho humano, pero 

estos derechos humanos no son derechos fundamentales debido al reconocimiento jurídico 

que se les otorgue en un estado. 
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